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MINISTERIO DEL TRABAJO  

 
RESOLUCIÓN No 2461 de 2022 

 
(12 de julio de 2022) 

 
“Por la cual se resuelve un recurso de apelación”  

 
LA DIRECCIÓN TERRITORIAL DE BOGOTA, 

 
En ejercicio de las facultades otorgadas por el Decreto 4108 de 2011, la Ley 1610 de 2013, la 

Resolución 3455 de 2021 y la Resolución No 296 de 9 de febrero de 2021 y  

 

 
CONSIDERANDO: 

 
l     ANTECEDENTES FÁCTICOS: 

 
Por medio del radicado No. 9267 - 35043 de fecha 12/09/2017, el señor JUAN CARLOS RESTREPO 
RIVERA, en calidad de apoderado general de la empresa ACTIVOS SAS, solicita autorización de 
terminación del contrato de trabajo del señor, JUAN DAVID HURTADO ESPINOSA, identificado con 
Cedula de Ciudadanía No. 1.018.427.446, quien goza de estabilidad laboral reforzada, manifestando lo 
siguiente: 

 
” Por todo lo antes expuesto, solicito al Inspector de Trabajo otorgue el permiso 
correspondiente ACTIVOS S.A.S. para finalizar el contrato de trabajo suscrito con el señor 
Juan David Hurtado Espinoza, de conformidad con lo establecido en el Artículo 61 Literal D) y 
Artículo 62 Literal A) numeral 13 del Código Sustantivo del Trabajo. 
(Folios 1 a 238) 
 

La Inspectora 17 de Trabajo y Seguridad Social del Grupo de Atención al Ciudadano y Trámites LUZ 
ANDREA ALBARRACIN CUBILLOS, por medio de radicado No. 08SE201872110000000088 del 5 de 
enero de 2018, dirigido al representante legal de la empresa ACTIVOS SAS, solicitó aportar la 
documentación relacionada con la solicitud y cita a las partes para adelantar diligencia administrativa 
laboral, para el día 2 de febrero de 2018 a las 09: a.m. (Folios 239 a 242) 
 
Así mismo se comunicó el presente escrito al trabajador para que ejerza el derecho de defensa y      
contradicción dentro del presente trámite administrativo. (Folios 239 a 242)  
 
Arribada la fecha y hora señalada, con la presencia de las partes, se adelantó diligencia de carácter 
administrativo laboral. (Folios 248 y 249) 

 
Mediante Resolución No. 433 del 31 de enero de 2019, la Coordinación del Grupo de Atención al 
Ciudadano y Tramites, resolvió: “ARTÍCULO PRIMERO: AUTORIZAR la solicitud terminación de 
contrato laboral de trabajador en situación de discapacidad del señor JUAN DAVID HURTADO 
ESPINOSA, identificado con Cedula de Ciudadanía No. 1018427448, radicada por la empresa 
ACTIVOS SAS, identificada con NIT No. 860090915-9 a través de JUAN CARLOS RESTREPO 
RIVERA, identificado con cédula de ciudadanía 79397430 en su calidad de Representante Legal, de 
conformidad a lo expuesto en la parte motiva de esta providencia.” (Folios 343 a 347. 

 
Mediante radicados Nos 951 de febrero 4 de 2019 y 957 de febrero 4 de 2019, se comunicó a los 
interesados para efecto de notificación de la Resolución No. 433 del 31 de enero de 2019. 
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Que el señor JUAN DAVID HURTADO ESPINOSA, se notificó personalmente el día 8 de febrero de 
2019, y la empresa ACTIVOS SAS, se notificó en forma personal el día 4 de marzo de 2019, de la 
Resolución No 00433 del día 31 de enero de 2019 (Folios 349 y 357) 

 
Con el radicado No. 5874 de fecha 21 de febrero de 2019, el señor JUAN DAVID HURTADO     
ESPINOSA, a través de apoderado, presento recurso de reposición y en subsidio apelación contra la 
decisión de la Coordinación del Grupo de Atención al Ciudadano y Trámites de la Dirección Territorial 
de Bogotá D. C., contenida en la resolución número 00433 del 31 de enero de 2019. (Folios 360 a 362). 
 

Que mediante Resolución No 001576 del 04 de mayo de 2022, la Coordinación del Grupo de Atención 
al Ciudadano y Tramites de la Dirección Territorial de Bogotá, resolvió el recurso de reposición, 
confirmando lo decidido en la Resolución No 00433 del 31 de enero de 2019, (Folios 752 a 759) 

 
Con Auto No. 41 de mayo 13 de 2022, la Coordinación Grupo de Recursos y Apoyo a la Defensa 
Judicial asigna al profesional especializado JORGE GUTIÉRREZ SARMIENTO, para proyectar la 
resolución que resuelva el recurso de apelación interpuesto. (Folio 766) 

 
DISPOSICIONES MINISTERIALES DERIVADAS DE LA EMERGENCIA DECRETADA POR LA 
COVID-19 

 

a) El 11 de marzo de 2020, la Organización Mundial de la Salud – OMS declaró la enfermedad 
causada por el virus coronavirus COVID-19 como pandemia mundial. 

 
b) Como medida preventiva el Presidente de la República expidió la Directiva Presidencial No. 02 del 
12 de marzo de 2020, en la cual se impartieron medidas para atender la contingencia generada por la 
COVID-19, a partir del uso de las tecnologías de la información y las comunicaciones en los 
organismos y entidades de la Rama Ejecutiva. 

 
c) El Ministerio del Trabajo en cumplimiento de las medidas y con el ánimo de garantizar la salud de 
servidores y usuarios de los servicios que presta, encontró necesario adoptar acciones de carácter 
preventivo debido al alto número de ciudadanos que concurren en las diferentes dependencias de la 
entidad. 

 
d) En consecuencia, a partir del 17 de marzo de 2020 a través de la Resolución No. 0784/2020 
modificada por la Resolución No. 0876/2020, el Ministerio de Trabajo dispuso la suspensión temporal 
de algunas actividades realizadas y en consecuencia la suspensión de términos procesales en todos 
los trámites, actuaciones y procedimientos de competencia del Viceministerio de Relaciones Laborales 
e Inspección, las Direcciones de Inspección, Vigilancia, Control y Gestión Territorial de Riesgos 
Laborales, de la Oficina de Control Interno Disciplinario, de las Direcciones Territoriales, Oficinas 
Especiales e Inspecciones del Trabajo y Seguridad Social. 

 
e) Por medio de la Resolución No. 1294 del 14 de julio de 2020, el Ministerio de Trabajo levantó de 
manera parcial la suspensión de términos señalada en la Resolución 0784 de 17/03/2020 modificada 
por la Resolución 0876 del 1/07/2020, respecto de algunos trámites, servicios y actuaciones 
administrativas. 

 
f) El 8 de septiembre de 2020 por medio de la Resolución No. 1590, el Ministro del Trabajo, dispuso 
levantar la suspensión de términos señalada en la Resolución No. 784 del 17 de marzo de 2020, 
modificada por la Resolución No. 0876 del 1º de abril de 2020, respecto de los trámites administrativos, 
investigaciones y procesos disciplinarios en el Ministerio del Trabajo. 

 
g) El conteo de los términos que se encontraban suspendidos desde el 17 de marzo de 2020, 
incluyendo los de caducidad, prescripción, firmeza de los actos administrativos y el de los trámites no 
incluidos en la Resolución No. 1294 del 14 de julio de 2020, de conformidad a lo establecido en el 
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parágrafo del artículo 1 de la Resolución No. 1590/2020, se reanudaron a partir del 9 de septiembre de 
2020, siendo este el día hábil siguiente al de la publicación en el Diario Oficial, tal y como lo establece 
el artículo 2 ibídem. 

 
h) Mediante la expedición del Decreto 491 del 28 de marzo de 2020 por parte del Gobierno Nacional, 
se dispuso la notificación o comunicación de actos administrativos por medios electrónicos hasta tanto 
permaneciera vigente la emergencia sanitaria declarada por el Ministerio de Salud y Protección Social. 
 
I) A través de la Resolución 1462 de 25 de agosto de 2020, se prorrogó la emergencia sanitaria por          
el nuevo Coronavirus que causa la Covid-19, hasta el próximo 30 de noviembre de 2020.  
 
j) Con Resolución No.2230 de 27 de noviembre de 2020, se prorrogó la emergencia sanitaria por el 
nuevo Coronavirus que causa la Covid-19, hasta el próximo 28 de febrero de 2021. 
 
K) Por medio de la Resolución No. 222 de febrero 25 de 2021 se prorrogó la emergencia sanitaria por 
el nuevo Coronavirus que causa la Covid-19, hasta el próximo 31 de mayo de 2021. 
 
L) Mediante la Resolución No. 738 de mayo 26 de 2021 se prorrogó la emergencia sanitaria por el 
nuevo Coronavirus que causa la Covid-19, hasta el próximo 31 de agosto de 2021 
 
M) Con Resolución No. 1315 de agosto 27 de 2021 se prorrogó la emergencia sanitaria por el nuevo 
Coronavirus que causa la Covid-19, hasta el próximo 30 de noviembre de 2021. 
 
N) A través de la Resolución No. 1913 de noviembre 25 de 2021 se prorrogó la emergencia sanitaria 
por el nuevo Coronavirus que causa la Covid-19, hasta el próximo 28 de febrero de 2022, situación de 
emergencia sanitaria que se prorrogó mediante la Resolución 00304 de febrero 23 de 2022, hasta el 
próximo 30 de abril de 2022. 
 
O) Nuevamente, con Resolución No. 00666 de abril 22 de 2022, se prorrogó la emergencia sanitaria 
por el nuevo Coronavirus que causa la Covid-19, hasta el próximo 30 de junio de 2022. 
 

Con fundamento en lo anterior, esta Dirección asume el conocimiento de lo actuado, por ser la 
competente, de acuerdo con el ordenamiento jurídico existente, para la fecha de radicación de la 
solicitud, con el fin de desatar el recurso de alzada, previo estudio y análisis de todas las pruebas 
allegadas al expediente. 
 
Con lo expuesto, el Despacho hace el siguiente,  
 

ll.  ANÁLISIS JURÍDICO:  
 

C O N S I D E R A C I O N E S  D E L  D E S P A C H O  

Es de anotar que este Despacho es competente para conocer del recurso de apelación presentado por 
el señor JUAN DAVID HURTADO ESPINOSA, en forma oportuna, en contra de la Resolución 
No.00433 del 31 de enero de 2019, el cual quedo radicado mediante No. 5874 de fecha 21 de febrero 
de 2019. 
 
En este orden de ideas procede este despacho a verificar como primera medida es si el recurso fue 
presentado cumpliendo los requisitos de los artículos 76 y 77 de la ley 1437 de 2011, el cual estipula lo 
siguiente: 

 
“Artículo 76. Oportunidad y presentación. Los recursos de reposición y apelación deberán 
interponerse por escrito en la diligencia de notificación personal, o dentro de los diez (10) días 
siguientes a ella, o a la notificación por aviso, o al vencimiento del término de publicación, 
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según el caso. Los recursos contra los actos presuntos podrán interponerse en cualquier 
tiempo, salvo en el evento en que se haya acudido ante el juez. 
 
Los recursos se presentarán ante el funcionario que dictó la decisión, salvo lo dispuesto para 
el de queja, y si quien fuere competente no quisiere recibirlos podrán presentarse ante el 
procurador regional o ante el personero municipal, para que ordene recibirlos y tramitarlos, e 
imponga las sanciones correspondientes, si a ello hubiere lugar. 
 
El recurso de apelación podrá interponerse directamente, o como subsidiario del de reposición 
y cuando proceda será obligatorio para acceder a la jurisdicción. 
 
Los recursos de reposición y de queja no serán obligatorios”.  
 
Artículo 77. Requisitos. Por regla general los recursos se interpondrán por escrito que no 
requiere de presentación personal si quien lo presenta ha sido reconocido en la actuación. 
Igualmente, podrán presentarse por medios electrónicos. 

 
Los recursos deberán reunir, además, los siguientes requisitos: 
 
1. Interponerse dentro del plazo legal, por el interesado o su representante o apoderado 

debidamente constituido. 
2. Sustentarse con expresión concreta de los motivos de inconformidad. 
3. Solicitar y aportar las pruebas que se pretende hacer valer. 
4. Indicar el nombre y la dirección del recurrente, así como la dirección electrónica si desea ser 
notificado por este medio. “ 
 
[…] 
 

Dentro del presente asunto se evidencia que, al interesado, se le comunicó mediante radicado No. 957 
de febrero 4 de 2019, el contenido de la Resolución No.00433 del 31  de enero de 2019, sé notificó en 
forma personal el día 8 de febrero de 2019, y el  recurso fue presentado, dentro de la oportunidad 
procesal prevista y con el lleno de los requisitos establecidos por ley 1437 de 2011, por consiguiente, 
este Despacho, asume la competencia para resolver sobre el fondo del asunto, atendiendo lo prescrito 
en el artículo 79 de la ley 1437 de 2011. 
 
A continuación, el Despacho se pronunciará frente a cada argumento esgrimido por el recurrente: 
 

1. Se atendió un requerimiento soportado  en una causal inexistente toda vez que al momento de 
presentarlo, el señor Juan David Hurtado Espinosa no era un trabajador en misión, su calidad 
era como trabajador de planta de la empresa Activos S.A., desempeñando labores como 
Profesional Jurídico Disciplinario I cargo  para el cual contaba con requisitos superiores a los 
del perfil establecido y en el cual se había desempeñado por 224 días, estando actualmente 
desarrollando estas labores, sin que en todo el tiempo transcurrido a la fecha, 751 días, existan 
llamados de atención o procedimientos en su contra ineptitud para realizar la labor 
encomendada.” 

 
Es necesario señalar inicialmente que la Ley 361 de 1997 por medio de la cual se establecieron los 
mecanismos de integración social de las personas con limitación y se dictan otras disposiciones, marcó 
las normas que en el derecho internacional sustentarían la expedición de la referida ley, así: 
 
“ARTÍCULO 3o. El Estado Colombiano inspira esta ley para la normalización social plena y la total 
integración de las personas con limitación y otras disposiciones legales que se expidan sobre la 
materia en la Declaración de los Derechos Humanos proclamada por las Naciones Unidas en el año 
1948, en la Declaración de los Derechos del Deficiente Mental aprobada por la ONU el 20 de diciembre 
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de 1971, en la Declaración de los Derechos de las Personas con Limitación, aprobada por la 
Resolución 3447 de la misma organización, del 9 de diciembre de 1975, en el Convenio 159 de la OIT, 
en la Declaración de Sund Berg de Torremolinos, Unesco 1981, en la Declaración de las Naciones 
Unidas concerniente a las personas con limitación, de 1983 y en la recomendación 168 de la OIT de 
1983.  
 
En concordancia con lo anterior, el artículo 26 de la Ley 361 de 1997, establece: 

“Artículo 26.- En ningún caso la limitación de una persona podrá ser motivo para obstaculizar una 
vinculación laboral, a menos que dicha limitación sea claramente demostrada como incompatible e 
insuperable en el cargo que se va a desempeñar. Así mismo, ninguna persona limitada podrá ser 
despedida o su contrato terminado por razón de su limitación, salvo que medie autorización de la 
oficina de Trabajo. 

No obstante, quienes fueren despedidos o su contrato terminado por razón de su limitación, sin el 
cumplimiento del requisito previsto en el inciso anterior, tendrán derecho a una indemnización 
equivalente a ciento ochenta días del salario, sin perjuicio de las demás prestaciones e 
indemnizaciones a que hubiere lugar de acuerdo con el Código Sustantivo del Trabajo y demás normas 
que lo modifiquen, adicionen, complementen o aclaren” 

Por su parte, el artículo 137 del Decreto Nacional 019 de 2012 modificó el artículo 26 de la Ley 371 de 
1997, así:  

“ARTICULO 137. NO DISCRIMINACIÓN A PERSONA EN SITUACIÓN DE DISCAPACIDAD 

. El artículo 26 de la Ley 361 de 1997, quedará así: 

"Artículo 26. No discriminación a persona en situación de discapacidad. En ningún caso la 
limitación de una persona podrá ser motivo para obstaculizar una vinculación laboral, a menos que 
dicha limitación sea claramente demostrada como incompatible e insuperable en el cargo que se va a 
desempeñar. Así mismo, ninguna persona limitada podrá ser despedida o su contrato terminado por 
razón de su limitación, salvo que medie autorización del Ministerio del Trabajo. 

Sin perjuicio de lo establecido en el inciso anterior, no se requerirá de autorización por parte del 
Ministerio del Trabajo cuando el trabajador limitado incurra en alguna de las causales establecidas en 
la ley como justas causas para dar por terminado el contrato. Siempre se garantizará el derecho al 
debido proceso. 

No obstante, quienes fueren despedidos o su contrato terminado por razón de su limitación, sin el 
cumplimiento del requisito previsto en el inciso primero del presente artículo, tendrán derecho a una 
indemnización equivalente a ciento ochenta (180) días del salario, sin perjuicio de las demás 
prestaciones e indemnizaciones a que hubiere lugar de acuerdo con el Código Sustantivo del Trabajo y 
demás normas que lo modifiquen, adicionen, complementen o aclaren". 

En este orden de ideas, la Corte Constitucional ha indicado que…” la estabilidad laboral reforzada es 
un derecho que tienen todas las personas que por el deterioro de su salud se encuentren en una 
situación de debilidad manifiesta. Es decir que esta figura opera para cualquier trabajador qué por su 
condición de salud, se vea afectada su productividad, sin que sea necesario que cuente con una 
discapacidad declarada, certificada y cuantificada por una junta de calificación médica, ni que su origen 
sea determinado.”1  

 
1 Sentencia 320 de 2016 Referencia: expediente T-5.187.233 M.P. ALBERTO ROJAS RIOS 

 
 

http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=343#26
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La Corte Constitucional mediante Sentencia C-744 de 2012 declaró inexequible el artículo 137 del 
Decreto Nacional 019 de 2012 en este sentido y bajo el principio de reviviscencia quedó vigente el texto 
original del artículo 26 de la Ley 371 de 1997 en cita. 

La Corte Constitucional en sentencia T 313 de 2012, indicó: 

“Además esta obligación no constituye una mera formalidad sin sentido, por lo cual no es dable que el 
Ministerio cumpla con este deber señalando que se abstiene de emitir pronunciamiento alguno, pues 
este tiene la obligación de analizar el caso y emitir su concepto favorable o no respecto del tema 
cuestionado. De igual manera, en los casos en los cuales se alegue una justa causa por parte del 
empleador, el Ministerio del Trabajo debe verificar si existe o no la misma, esto en razón a la protección 
especial que tienen las personas que se encuentran en situación de discapacidad y, así mismo debe 
verificar si en realidad el despido se debe a esta situación o es en razón de su discapacidad.”   

En este orden de ideas, el Ministerio del Trabajo cuenta con la competencia para autorizar la 
terminación de un vínculo contractual a una Empresa, Empleador o una Cooperativa o Precooperativa 
de Trabajo Asociado cuando motive su decisión en causas objetivas o justas causas (art 61 y 62 CST), 
para dar por terminado el contrato de trabajo, el funcionario del Ministerio deberá validar si realmente la 
causa por la cual se autoriza terminar dicho contrato es por la causa objetiva o la justa causa 
comprobada, o si por el contrario obedece a la condición de discapacidad o limitación del trabajador.  
 
Cuando la razón invocada sea la contenida en el literal a) numeral 13 del artículo 62 del C.S.T., es 
decir cuando dicha limitación sea considerada como incompatible o insuperable con los cargos 
existentes en la empresa, aquella debe demostrar que una vez incorporado el trabajador a su labor, el 
esfuerzo para realizar la reubicación o incluso la reconversión de mano de obra de la persona según el 
caso, así como la creación de un nuevo cargo de ser posible se debe probar que culminada estas 
labores el estado de salud del trabajador se puede ver agravado; lo cual se reitera que esta carga 
probatoria recae únicamente en cabeza del empleador, siempre y cuando la solicitud de despido al 
trabajador no sea como fundamento su discapacidad.  
 
Igualmente, y si el trabajador ha sido calificado con una pérdida de capacidad laboral igual o superior al 
50% y cumple con los requisitos legales, tiene derecho al reconocimiento de una pensión de invalidez, 
por lo tanto; no operará la solicitud de autorización para la terminación de una vinculación laboral con 
trabajadores o asociados que presenten algún tipo de limitación. En todo caso y de acuerdo a la Ley 
797 de 2002 se podrá dar por terminada dicha vinculación con justa causa cuando se haya logrado la 
efectividad de la pensión. 
 
En el asunto de que la persona que presente las limitaciones físicas no cumpla con los requisitos 
legales para obtener una pensión de invalidez, el servidor del Ministerio no procederá a autorizar el 
despido del trabajador, salvo que quede demostrada una causal objetiva o una justa causa 
comprobada, la solicitante considera que por la finalización de la obra o labor contratada, de 
conformidad al contrato individual de trabajo del trabajador en misión por el término que dure la obra o 
labor, firmado el 1 de febrero de 2016, causal consagrada en el artículo 61 literal d), situación que la 
empresa ratifica en diligencia administrativo laboral, con la presencia del trabajador el día 2 de febrero 
de 2018, señalando igualmente que el trabajador continuará con las prestaciones médicas y 
asistenciales, en caso de que se autorice el despido. (Folios 18, 248 y 249) 
 
Es importante resaltar la Circular No. 049 de 2019, indica que los trámites que adelanta esta entidad en 
esta actividad, hacen referencia al mandato legal que así lo ordena el cual autoriza y a la vez limita al 
Inspector de Trabajo para verificar, constatar y analizar si la petición para autorizar un despido de 
trabajador en situación de discapacidad, se halla soportada y ajustada a la norma “MAS NO PARA 
QUE CALIFIQUE O DECLARE DERECHOS, así como validación o ratificación de la ocurrencia de los 
hechos que constituyen la justa causa invocada por el empleador.” 
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En virtud de lo anterior, no se comparte la solicitud del recurrente. 
 

2. Es errada la decisión de autorizar el despido del trabajador ya que se limita la Inspectora a           
establecer que no le está permitido evaluar la posible justa causa o causas objetivas de 
terminación de la relación laboral, a referir sentencias de la Corte Constitucional y Corte 
Suprema de Justicia que son favorables a mi poderdante, predicando la inexistencia de una 
estabilidad laboral reforzada por la terminación del contrato comercial entre Activos S.A. y 
Colpensiones…”  
 

En este punto, se puede observar, respecto a la justa causa alegada por la empleadora, que se 
encuentra que hay claridad absoluta sobre el peso de las pruebas aportadas, ya que estas no fueron 
cuestionadas por el trabajador, de cualquier manera es necesario aclarar, que este ente Ministerial ha 
sido facultado por la Ley, para autorizar o negar autorización para que el empleador pueda dar por 
terminada la relación laboral con el trabajador en estado de discapacidad, a partir de la información 
suministrada por las partes, pero no para declarar, decretar o calificar acciones u omisiones como 
justas causas, ya que esta facultad es privativa del Juez Laboral, una vez se acuda a la Jurisdicción 
Ordinaria Laboral, por consiguiente este conflicto debe ser resuelto por la autoridad competente, en 
consecuencia la empresa al considerar que el contrato de prestación de servicios celebrado con la 
Administradora de Pensiones - Colpensiones que finalizó el día 31 de enero de 2017, hace imposible 
renovar el contrato celebrado con el trabajador, por lo cual solicita ante esta entidad autorización  para 
terminación del contrato por la finalización de la obra  o labor  contratada, siendo este una causal 
objetiva consagrada en el artículo 61 literal D del C.S.T., de conformidad al contrato individual de 
trabajo en misión por el término que dure la obra o labor, celebrado el día 1 de febrero de 2016, en su 
cláusula segunda indica: “La labor contratada es la prestación  de servicio para atender INCREMENTO 
PARTE ADMINISTRATIVA  la cual durará por el tiempo estrictamente  necesario solicitado al 
EMPLEADOR por el USUARIO. En consecuencia, este CONTRATO terminará en el momento en que 
el USUARIO comunique al empleador que ha dejado de requerir los servicios del TRABAJADOR sin 
que el EMPLEADOR tenga que reconocer indemnización alguna”. (Folio 18). 
 
En consecuencia, no se comparte lo señalado por el recurrente. 
 

3. “La empresa Activos S.A., no logra demostrar que el trabajador con el desarrollo  de su labor 
como Profesional Jurídico Disciplinario I, está empeorando sus condiciones de salud, si se 
evaluaran las pruebas aportadas por mi poderdante, se encontraría que las recomendaciones a 
lo largo del tiempo son mucho menores, lo que garantiza que se pueda desarrollar el cargo 
atendiendo unas pausas menores cada cierto tiempo, garantizando con esto una adecuada 
evolución de la lesión existente por el accidente de trabajo.”   

 
Como ya se ha indicado, de conformidad a las facultades, limitaciones y funciones de la autoridad 
administrativa, otorgadas por el legislador, respecto a la justa causa indicada por la empresa, se 
encuentra que las pruebas documentales aportadas por la sociedad, como de la diligencia 
administrativa laboral adelantada el día 2 de febrero de 2018, con la presencia del trabajador, ante la 
Inspección de Trabajo 17, una vez escuchadas las partes, la funcionaria comisionada aclara a las 
mismas, que “Por último, en este proceso no se cuestiona la experiencia y la formación del trabajador 
solo se trata demuestra (sic) la existencia de una causal legal artículo 61 literal D. 62 numeral 13”. 
(Folios 248 y 249). 
 
Nuevamente se aclara al recurrente, que este ente Ministerial ha sido facultado por la Ley, para 
autorizar o negar autorización para que el empleador pueda dar por terminada la relación laboral con 
un trabajador en estado de discapacidad, pero no para declarar, decretar o calificar acciones u 
omisiones como justas causas, ya que esta facultad es privativa del Juez Laboral,  por consiguiente si 
es deseo del apelante debe acudir ante la justicia ordinaria laboral para que se resuelva este conflicto, 
(las funciones administrativas de este Ministerio, no pueden invadir la órbita de la jurisdicción ordinaria 
laboral) en el presente caso, la empresa al considerar que existía una justa causa para terminar un 
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contrato de trabajo en misión por el término que dure la obra o labor con un empleado que goza de 
estabilidad laboral, situación que se adelantó respetando el debido proceso como el derecho de 
defensa, verificando que las actuaciones administrativas realizadas por las partes respecto a la petición 
del empleador, se adelantaron en debida forma, y a la luz de las garantías procesales como el debido 
proceso y derecho a la defensa para finalmente tomar la decisión objeto de impugnación por parte del 
señor Juan David Hurtado Espinosa, por lo tanto no se comparte la petición del interesado.  
    
En conclusión, se tiene que la decisión tomada por la Coordinación del Grupo de Atención al 
Ciudadano y Trámites, mediante la Resolución 00433 de fecha 31 de enero de 2019, estuvo acorde 
con los lineamientos normativos y jurisprudenciales, al no evidenciar vulneración a las garantías y 
derechos de las partes durante el trámite adelantado, razón por la cual se procederá a confirmar en su 
totalidad la decisión recurrida. 
 
En mérito de lo expuesto, este Despacho, 
 

RESUELVE: 
 
ARTÍCULO PRIMERO: CONFIRMAR en cada una de sus partes, la Resolución 00433 del 31 de enero 
de 2019, proferida por la Coordinación del Grupo de Atención al Ciudadano y Trámites de la Dirección 
Territorial de Bogotá, por las razones expuestas en la parte motiva del presente Acto administrativo.  
 
ARTÍCULO SEGUNDO: NOTIFICAR a las partes jurídicamente interesadas, el contenido de la 
presente decisión conforme al procedimiento previsto en los artículos 67 y siguientes de la ley 1437 de 
2011:  
 
ACTIVOS S.A.S. 
Email de Notificación judicial: activos@activos.com.co 
Dirección de notificación judicial: Calle 70 No. 9 - 32 Bogotá D.C. 
 
JUAN DAVID HURTADO ESPINOSA.  
Dirección de notificación judicial:  Diagonal 17 C Sur No. 25 – 11Bogotá D.C. 
 
ARTÍCULO TERCERO: REMITIR el expediente a la Coordinación del Grupo de Apoyo a la Gestión de 
la Dirección Territorial de Bogotá del Ministerio del Trabajo, para su NOTIFICACIÓN y demás trámites 
pertinentes.    
  
ARTÍCULO CUARTO: Contra la presente resolución no procede recurso. 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 
 

 

PABLO EDGAR PINTO PINTO 
Director Territorial de Bogotá 
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